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       TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                                             SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Junio veintitrés (23) de dos mil nueve (2009)




Acta No. 267 de junio 23 del año 2009




Expediente 66001-31-03-004-2006-00147-01





Se resuelve el recurso de APELACION interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante contra la sentencia proferida el 9 de septiembre del año 2008 por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO en este proceso ORDINARIO (de prescripción ordinaria adquisitiva de dominio), promovido por NORBERTO ARROYAVE BARCO en contra de GILDARDO RINCÓN GÓMEZ Y PERSONAS INDETERMINADAS.

I. ANTECEDENTES:

Ante el citado despacho judicial se solicitó que se declare que el actor es propietario de pleno derecho, con efectos erga omnes, del bien mueble, camioneta marca mazda B2000, de placas CGA-936, por haber ejercido la posesión quieta, pacifica e ininterrumpida desde el mes de septiembre del año 2001.

Los hechos básicos de las anteriores pretensiones se pueden resumir de la siguiente manera:

1.) El demandante celebró contrato de permuta con el señor Jesús María Salazar el 18 de septiembre de 2001 mediante el cual entregó un carro de su propiedad y adquirió el vehículo camioneta de estacas marca mazda B2000 de placas CGA-936
.

2.) Desde la fecha de celebración del contrato, le fue entregado de manera material el vehículo adquirido, ejerciendo la posesión quieta, pacifica pública e ininterrumpida, con actos de señor y dueño.

3.) El demandado instauró demanda ejecutiva contra el señor Jesús María Salazar y el embargo y secuestro de la camioneta en mención ante el Juzgado Primero Civil Municipal de Cartago, el cual previo incidente de levantamiento de medida, que resultó favorable al actor, le fue entregado el vehículo por haberse probado su posesión.

4.) No obstante lo anterior el señor Rincón Gómez se negó a realizar el traspaso y por el contrario lo hizo en su propio nombre debido a que en los documentos figuraba como propietario el señor Germán Alirio Santa Saldarriaga; posteriormente el automotor fue objeto de embargo y secuestro ordenado por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, de igual forma mediante el trámite incidental se probó la posesión del demandante.

La demanda, fue admitida por auto del 24 de agosto de 2006 y se ordenó el emplazamiento a todas las personas indeterminadas y la inscripción de la demanda en el certificado de tradición del vehículo.
Acreditadas las publicaciones de ley se nombró curador ad-litem quien, previa notificación, contestó la demanda ateniéndose a lo que resultara probado en el proceso. 

El demandado, de su parte, se notificó personalmente el 13 de abril del año 2007, por medio de apoderado judicial respondió el libelo para referirse a los hechos y oponerse a las pretensiones con el argumento de que la posesión no ha sido quieta y pacifica que el demandante tiene conocimiento sobre la deuda que recae sobre dicho vehículo y que aún no ha sido cancelada.





El debate probatorio transcurrió normalmente con el recaudo de prueba testimonial, interrogatorio de parte e Inspección Judicial. En el término de alegaciones no intervinieron las partes.





La primera instancia culminó con fallo adverso a las pretensiones del demandante, lo que originó el recurso de apelación del cual se ocupa ahora la Sala.



II. MOTIVACIONES DEL FALLO E INCONFORMIDAD DEL RECURRENTE:
A-) El juez a-quo, previa verificación de los presupuestos procesales, inicia sus reflexiones citando las normas sobre declaración de pertenencia, y prescripción adquisitiva ordinaria y extraordinaria, analiza los elementos que estructuran la prosperidad de la prescripción ordinaria y de la posesión regular del bien objeto de declaratoria observando, que no se probó el justo título, consistente en la celebración del contrato de compraventa con el señor Rincón Gómez y tampoco existe un título inscrito en la oficina de tránsito y transportes que acredite la tradición. Con base en ello opta por denegar las pretensiones de la demanda.

B-) El recurrente, de su parte, manifiesta su inconformidad con la decisión, argumentando que es un imposible jurídico acreditar una inscripción para que el poseedor de un vehículo pueda ser tenido como tal; que el justo título lo adquirió al ser reconocido como poseedor en los dos juzgados donde se tramitaron los incidentes de levantamiento de medida; así mismo que desde el inicio se afirmó que entre las partes no se ha celebrado contrato alguno, el contrato de permuta fue realizado con un tercero, que tanto uno como otro son poseedores de buena fe y que la misma se ha extendido en el tiempo, por lo que solicita entonces sea revocada la decisión y declarar prósperas las pretensiones de la demanda.

El trámite del recurso se ha surtido conforme a derecho y se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los presupuestos procesales están de conformidad con la ley, aunque no sobra observar que –ante el silencio de la demanda en tal sentido- el juez a-quo optó por interpretar que lo que el actor pretende es la declaración de pertenencia del vehículo antes reseñado por haberlo adquirido por prescripción ordinaria, razonamiento que no es desacertado ni contrario a derecho.
Pues bien: dice el artículo 2528 del C. Civil 
“Para ganar la prescripción ordinaria se necesita posesión regular no interrumpida, durante el tiempo que las leyes requieren.”
Y el art. 2529 ibídem, modificado por el art. 4º de la ley 791 del año 2002, establece que “El tiempo necesario a la prescripción ordinaria es de tres (3) años para los muebles y de cinco (5) años para bienes raíces…”
Fue con apoyo en estos preceptos como el funcionario de primera instancia decidió negar las pretensiones de la demanda porque consideró, con acierto, que el actor no puede ser “tenido como poseedor regular, lo que a su vez, indica que no se encuentra legitimado para invocar a su favor la prescripción ordinaria.”
Ése es un correcto entendimiento de las normas y reglas que rigen esta materia porque, para decirlo en breve, el documento aportado por el demandante –de folio 6 frente- ni es título ni es justo.
No lo primero, porque se trata de un escrito en fotocopia inauténtica que ni siquiera ha sido reconocido por el supuesto permutante, Jesús María Salazar, lo que ya representa una omisión grave que lanza al vacío las pretensiones del demandante. Tampoco lo segundo, porque dicho señor no está en capacidad de hacer transferencia legítima del vehículo CGA-936, que permutó, porque no es su “verus dominus”, lo que significa que la supuesta tradición no puede ser eficaz ni legítima dado que no procede del verdadero dueño y, por tanto, no puede ser fuente de posesión regular, en los términos de los artículos 764 y 765 del Código Civil, lo que sirve de base para afirmar que
“… no puede haber prescripción ordinaria sin tradición, porque siempre debe tratarse de un título generador de la transferencia de la propiedad..”

Por lo demás, para que esa tradición sea válida también debe ser inscrita en el registro competente, como bien lo recordó el juez de primera instancia al hacer un pertinente recuento legislativo que gobierna la materia.

Lo que la Sala observa de estas anómalas negociaciones es que todo  parece tener su origen en lo que popularmente se conoce como “traspaso abierto” –que la legislación y la doctrina modernas repudian expresamente- hasta el punto que la misma Corte Constitucional se ha visto obligada a insistir en que
“No culminar el trámite de la venta de un vehículo, lo que se conoce como traspaso abierto, deja sobre el vendedor la obligación de responder por las obligaciones tributarias y civiles..”

No sobra subrayar, en todo caso, que la débil y escasa prueba aportada por el demandante tampoco sirve de soporte a su pretensión comoquiera que sólo obran en autos dos (2) testimonios de los señores Guillermo Sánchez Gil y Jaime Rodríguez Victoria, que no es descabellado calificarlos “de oídas”, habida cuenta que no fueron testigos presenciales de la negociación realizada por Norberto Arroyave ya que sólo se dieron cuenta de ella porque, según el primero, “yo le respondí (al demandante) que me había dado cuenta por Emilio Zuluaga..” (un tercero); y, según el segundo, “Don Norberto (o sea, el actor) me dijo que la camioneta que había comprado una mazda roja tenía una deuda del antiguo dueño..”
 lo que deja mucho que desear en materia probatoria tanto más cuanto se trata, ya se dijo, de acreditar una posesión regular con miras a favorecerse con una prescripción adquisitiva ordinaria, de suyo más benigna.
Al amparo de estas reflexiones bien puede afirmarse, entonces, que ningún asidero tiene la argumentación del recurrente pues la mera documentación que acredita decisiones judiciales en su favor no es suficiente para obtener fallo estimatorio supuesto que son apenas un indicio que, por ser lo que es, no prueban plenamente los presupuestos sustanciales de este tipo de acción. 
IV. 
CONCLUSIONES Y FALLO.

Se confirmará, en consecuencia, el fallo apelado con condena en costas para el demandante por virtud de lo dispuesto en el numeral 4 del art. 392 del C. de P. Civil.

No son en verdad necesarias más consideraciones para que la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE:

1º.) SE CONFIRMA en todas sus partes la sentencia proferida el 9 de septiembre del año 2008 por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO en este proceso ORDINARIO de prescripción adquisitiva de dominio promovido por NORBERTO ARROYAVE BARCO en contra de GILDARDO RINCÓN GÓMEZ Y PERSONAS INDETERMINADAS, según lo dicho en la parte motiva.
2º.) Se condena en costas de segunda instancia al demandante. Oportunamente las tasará la secretaría.

COPIESE Y NOTIFIQUESE :

Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    

Fernán Camilo Valencia López
�  Las demás características se encuentran descritas en el hecho 1 de la demanda folio 2 cuaderno 1








� Bienes. José J. Gómez. Univ. Externado de Colombia, página 480.


� “La República” julio 11 de 2006. “Traspaso abierto se vuelve un cheque en blanco: Corte”


� Ver folios 19 y 22 del cuaderno número 2.





